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Al observar el recorrido histórico de las políticas científico-tecnológicas en 

nuestro país, notamos que estas se han caracterizado por su inconsistencia y falta 

de coordinación con políticas de otros sectores. Mientras que algunos gobiernos 

se enfocaron en constituir una masa crítica de científicos, otros procuraron 

direccionar el desarrollo científico-tecnológico hacia las necesidades del país. Sin 

embargo, ningún gobierno se ocupó de manera integral del problema. Así, al 

tiempo que se conformaba una élite de científicos, estos no definían su agenda de 

investigación basándose en los problemas nacionales sino que, apelando a un 

supuesto universalismo científico desligaban sus objetos de estudio de la 

coyuntura específica argentina. Del otro lado, los gobiernos que intentaron 

entrelazar la excelencia académica con las demandas de los distintos sectores 

productivos, lo hicieron sin dilucidar claramente cuales eran esas demandas; lo 

que sumado al ejercicio de ciertas prácticas autoritarias llevó, no sólo a que los 

científicos endurecieran sus pretensiones universalistas, sino también a que las 

persiguieran en otros países. Pese a lo expuesto, es posible encontrar en las 

políticas científico-tecnológicas un oasis en donde confluyeron estas dos 

corrientes; estamos hablando del sector nuclear.  

A pesar de haber tenido un turbulento y confuso nacimiento a partir de lo 

que se conoce como el “Affaire Ritcher”, la política nuclear puede considerarse 

como el emblema de las políticas científico-tecnológicas dada su persistencia en el 

tiempo a pesar de los vaivenes institucionales. Esta constancia se debe a que 

desde sus inicios fue considerada como un engranaje crucial para el desarrollo 

industrial; proceso indispensable para alcanzar mayores niveles de soberanía 

político-económica. De ahí, que el Estado creara la Comisión Nacional de Energía 

Atómica (CNEA); institución que permitiría a los científicos escoger sus líneas de 

investigación con un alto grado de autonomía, al mismo tiempo que utilizaban el 

conocimiento generado en aplicaciones para solucionar problemas del orden 

nacional. Así, al pasar las décadas, se constituyó un campo científico-tecnológico 

que, a fuerza de trabajo y sostenimiento estatal, se consolidaría como referente 



tanto en la región como a nivel mundial. De cualquier modo, el sector y la política 

nuclear no saldrían ilesos de la transformación a la que se vio expuesta la matriz 

productiva nacional, luego de las políticas de apertura económica y achicamiento 

del Estado propiciadas por la última dictadura cívico-militar. Las repercusiones de 

estas políticas, empero, no se harían evidentes sino hasta el retorno de la 

democracia; momento a partir del cual el sector nuclear empezaría un lento y 

penoso retroceso. En efecto, durante el gobierno de Carlos Menem, se barajó la 

posibilidad de privatizar las centrales nucleares, los centros atómicos y reducir la 

CNEA hasta su mínima expresión. Durante este largo período, la CNEA y el sector 

nuclear en su conjunto, tambalearon al borde de precipicio. Afortunadamente, este 

proceso de desguace y desmantelamiento del sector se revertió cuando en el 

2006, de la mano de las políticas de reindustrialización e inversión en ciencia y 

tecnología promocionadas por el gobierno de Néstor Kirchner, fue relanzado el 

Plan Nuclear. En la actualidad, gracias a la consolidación de la opción nuclear 

como fuente de generación eléctrica y la ampliación del desarrollo de las 

aplicaciones de la tecnología nuclear a la salud pública, el agro y la industria, el 

sector está volviendo a expandirse. El desafío, ante un escenario de recambio 

electoral, es continuar con esta línea y no repetir los errores del pasado. Para ello, 

es importante conocer la historia del sector; pero no cualquier historia, sino la 

historia del rol que jugó el Estado en cada uno esos momentos y como estos roles, 

en definitiva, fueron configurados por principios orientadores.  

 El recorrido inicial del sector nuclear; desde su surgimiento en la década de 

los ’50 hasta la aparición en escena del Proceso de Reorganización Nacional, nos 

enseña que es posible transitar caminos de desarrollo científico-tecnológico, con 

un importante grado de autonomía, en contextos socio-económicos periféricos. Ya 

en 1958, la decisión de construir el RA-1, el primer reactor nuclear experimental 

del país, de manera local en vez de importarlo de las potencias centrales atestigua 

la concepción que se tenía del desarrollo nuclear, es decir, se lo entendía como un 

vehículo esencial para lograr la independencia político-económica de la nación. El 

carácter estratégico que se le asignaba al sector, se anclaba en la lectura que la 

clase política tenía del lugar que la Argentina ocupaba en el entramado de 



relaciones de fuerza interestatales de aquel entonces. Ante la inminente explosión 

de una Tercera Guerra Mundial y siendo conscientes de la posición de relativa 

vulnerabilidad que un país periférico y no alineado como la Argentina tenía en un 

contexto de segmentación geopolítica polar, se volvía imperativo disminuir la 

sensibilidad de los “shocks” externos mediante el aumento de las capacidades 

defensivas internas. El mismo Perón, en una conferencia realizada en la 

Universidad de La Plata en 1944, decía que “el problema industrial constituía  el 

punto crítico de nuestra defensa nacional, lo que por consiguiente exigía una 

poderosa industria propia y no cualquiera sino una industria pesada” (Del Valle 

Marzorati, 2012: 54).  

De ahí, que la brújula que enseñara el norte a seguir fuera la soberanía 

político-económica, cuya realización sólo sería posible por medio de una 

industrialización sostenida; en la cual el desarrollo de conocimiento y tecnología 

nuclear jugaría un papel crucial. Por supuesto, la energía nuclear no sería el único 

sector traccionador del desarrollo industrial; más bien ella se añadía a sectores 

como el petrolero y el siderúrgico que habían sido concebidos como estratégicos 

décadas anteriores a partir del pensamiento de figuras como el General Enrique 

Mosconi, quien fundó la empresa estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) y 

luchó para que los recursos petrolíferos fueran declarados patrimonio del Estado 

Nacional y del General Eduardo Savio, quien ideó un plan para que Argentina 

produjera acero a escala industrial, erigiendo el primer complejo siderúrgico en el 

país, Altos Hornos Zapla y la Dirección General de Fabricaciones Militares (FM).  

Este marco de ideas pues, le daba nacimiento a la Comisión Nacional de 

Energía Atómica (CNEA), organismo estatal creado en 1950 por medio del 

Decreto 10936, que planificaría la política nuclear con la soberanía político-

económica como horizonte y la industrialización como vector orientador. Así, la 

CNEA iría constituyendo un campo científico-tecnológico que, gracias a la 

inversión sostenida en equipamiento y en formación de capital intelectual, se 

convertiría en referente tanto en la región como a nivel mundial. Todo esto, vale la 

pena recordar, se llevó a cabo bajo el manto de férreas presiones internacionales, 

principalmente de EE.UU, que buscaba coartar con este desarrollo autónomo. 



Pese a los sistemáticos intentos de obstaculización, la Argentina continúo con su 

política nuclear; logrando al cabo de pocos años dominar gran parte del ciclo de 

combustible nuclear, el autoabastecimiento de radioisótopos para aplicaciones 

industriales y médicas y poner en marcha la primera central de potencia 

nucleoeléctrica en Latinoamérica.    

Sin embargo, cuando leemos la revista “Argentina Nuclear” , 25 años luego 

de la activación de Atucha I - la primera central nuclear -  en 1974, observamos 

títulos como: “Situación de la Mediana Empresa y Crisis del Sector Nuclear” (N° 

9/10: 1987), “Como Sobrevivir en Medio de la Tormenta” (N° 29: 1991), “Una 

Iniciativa para Salir de la Crisis” (N° 32, 1991), etc. ¿Qué pasó, entonces, para que 

se llegará a generar un escenario en donde se planteaban estos dilemas?¿Que 

ocurrió entre la activación de Atucha I y fines de la década de los ’90?¿Cómo se 

fue configurando este panorama tan sombrío y apocalíptico, si la política nuclear 

había logrado, a fuerza de su constancia, constituirse como un caso de excelencia 

en desarrollo científico-tecnológico? Las respuestas a estos interrogantes, 

debemos rastrearlas en los cambios producidos por la última dictadura cívico 

militar al paradigma industrializador y estatista dominante hasta ese entonces.  

Ciertamente, hasta 1975/1976, a pesar de la variedad de modelos de 

desarrollo – sustitutivo de importaciones, desarrollista o burocrático-autoritario – 

todos tenían como directrices fundacionales, tanto la industrialización del país 

como la participación activa del Estado en ella. En este sentido, la Junta Militar 

que llevó a cabo el último Golpe de Estado de nuestro país, presentaría un quiebre 

con respecto a los gobiernos castrenses anteriores. Esto es porque, las políticas 

económicas diseñadas por Martínez de Hoz y su grupo de colaboradores no 

tenían por objetivo la industrialización del país, sino su integración en el mercado 

internacional. De cualquier modo, el reemplazo de los principios orientadores de 

industrialización y estatismo por los de eficiencia productiva e inserción 

internacional que promovió la última dictadura militar, no fueron desplegados de 

manera uniforme en todos los sectores. El sector nuclear, por ejemplo, siguió 

siendo concebido como estratégico; continuando direccionándose grandes flujos 

de recursos hacia él. Sin embargo, a pesar de que no primaron estos criterios en 



el sector nuclear, su acople en un entramado político que promovía estos 

principios orientadores, terminaron haciendo del sector una pieza funcional a los 

intereses de la llamada “patria contratista” (Hurtado, 2014). En última instancia, la 

política nuclear del Proceso de Reorganización Nacional llevó al 

sobredimensionamiento del sector; transformándolo en una carga muy pesada 

para el ajustado presupuesto de los gobiernos democráticos que sobrevendrían. 

De esta forma, de ser concebido como un sector estratégico para el desarrollo 

industrial, el sector pasó a ser visto como un lastre; el cual era necesario 

reestructurar a través del recorte presupuestario primero, y luego mediante su 

privatización.   

          A partir del ascenso del gobierno radical de Raúl Alfonsín, pues, se 

inauguraría una nueva etapa del sector nuclear; a partir de la cual ya no estaría 

encauzado hacia el mercado interno, sino hacia su inserción en el mercado 

internacional. Este viraje en los principios orientadores del desarrollo científico-

tecnológico nuclear, fue consecuencia, por una parte del sobredimensionamiento 

del plan nuclear y, por la otra, del manto de secretismo con el cual se lo envistió; 

dándole pie a EE.UU para que catalogara a Argentina como un país proliferador 

de armas nucleares. En algún punto, la dictadura hizo todo lo posible para que se 

acumularan aprehensiones con respecto a los fines del desarrollo nuclear 

argentino, tanto desde las potencias centrales, como de parte de nuestros vecinos, 

especialmente de Brasil. Efectivamente, la política de secreto con la cual se llevó a 

cabo el proyecto de enriquecimiento de uranio en el Complejo Tecnológico 

Pilcaniyeu, en la provincia de Río Negro llevó a que al poco tiempo de asumir, el 

joven gobierno democrático de Raúl Alfonsín se encontrara con la sorpresa de un 

laboratorio experimental en la recóndita estepa patagónica. Rápidamente, el 

presidente radical tomó la iniciativa para acercar posiciones con su par brasileño, 

el presidente José Sarney; acordando el intercambio de visitas a las instalaciones 

nucleares de cada uno de los países, sentando las bases para un futuro acuerdo 

de salvaguardias mutuo que se conocería como la Agencia Brasileño Argentina de 

Contabilidad y Control de Materiales Nucleares (ABACC). En algún punto, la 

necesidad de revertir la magra imagen internacional heredada por la dictadura,  



fue lo que llevó al gobierno radical a tomar esta iniciativa de acercamiento con 

Brasil y a darle mayor peso a la política exterior en la definición del plan nuclear, 

creando la Dirección de Asuntos Nucleares y Desarme en el ámbito del Ministerio 

de Relaciones Exteriores y Culto (Hurtado, 2014). Paralelamente, estas iniciativas 

se encuadraban en una urgencia mayor: renegociar la cuantiosa deuda externa 

heredada de la dictadura. Ante un escenario de ajustada situación fiscal, Argentina 

fue cediendo a las presiones de EE.UU, quien ponía como condición frenar el 

desarrollo nuclear como condición para la renegociación. Como resultado, el 

gobierno radical no encontró otra salida más que ir recortando el presupuesto de 

la CNEA, lo que fue ralentizando la construcción de importante obras, 

especialmente la de Atucha II, la tercera central de potencia. Si bien durante el 

período radical se inauguraron la central nuclear Embalse, en la provincia de 

Cordoba, y el acelerador TANDAR en el Centro Atómico Constituyentes, en la 

provincia de Buenos Aires, el progresivo recorte de presupuesto que fue sufriendo, 

adelantaría lo que sería el naufragio del sector durante la década de los ’90.       

La plataforma política del gobierno de Carlos Menem, caracterizada por una 

combinación de reforma estructural de la economía y de realismo periférico 

(Escudé, 1992) en materia de política exterior, fue configurando una atmosfera de 

incertidumbre alrededor del sector nuclear. En otras palabras, el programa de 

desregulación de los mercados financiero y laboral, la privatización de empresas 

públicas y la apertura de la economía junto a la decisión de plegarse al liderazgo 

de Estados Unidos en la región minimizando los confrontamientos con ella, tuvo 

consecuencias devastadoras en el desarrollo nuclear argentino. La 

reestructuración de la CNEA, forjada desde una concepción neoliberal, en donde 

primaba la lógica a corto plazo tendiente a equilibrar las cuentas fiscales y a 

aumentar la eficiencia productiva antes que la perspectiva a largo plazo enfocada 

en aumentar las capacidades internas y alcanzar mayores niveles de desarrollo 

científico-tecnológico autónomo, produjo el desguace de la institución. De este 

modo, se llegó en 1994 al Decreto 1540, mediante el cual se le transferían las 

funciones de operación y construcción de las centrales nucleares a la empresa 

estatal Nucleoeléctrica Argentina S.A y las de regulación y fiscalización de la 



actividad al Ente Nacional Regulador Nuclear (ENREN). Aun considerando 

deseable la separación de las funciones de planificación y desarrollo de la de las 

de su regulación, el verdadero motivo que impulsaba la reestructuración del sector 

era, en una primera instancia, privatizar la actividad de generación nucleoeléctrica 

y una vez consumado esto; como se indicaba en el primer considerando del 

Decreto proceder al “traspaso al Sector Privado de todas las actividades 

empresarias que estaban a su cargo”. En consonancia con las políticas de 

achicamiento del Estado, se empezaba a gestar un proceso de privatización del 

sector; con la creencia de que este proceso haría que se mejoraran la calidad de 

los servicios públicos, se aumentara la eficiencia productiva y se equilibraran los 

déficits fiscales. Vemos, aquí, como la política de la dictadura terminó por 

transformar los criterios orientadores de la política nuclear; lo importante ya no era 

lograr la soberanía político-económica sino reducir el déficit fiscal, lo que se 

conseguía no por medio de concentrar esfuerzos en industrializar la matriz 

productiva, sino por medio de la reducción del gasto público. Con este objetivo 

como directriz fundacional, se instituyó una política de fragmentación del sector, 

de reducción del presupuesto y del plantel profesional que, además de catalizar 

una fuga de cerebros hacia el exterior, paralizó emprendimientos en áreas clave 

como el nucleoeléctrico, frenando las obras de Atucha II y en el minero, cuando se 

decidió importar el uranio en vez de producirlo localmente, llevando a la clausura 

del Complejo Minero Fabril en San Rafael, provincia de Mendoza.  

Por otra parte, la decisión de alinear la política exterior a los veredictos de 

Estados Unidos; justificada intelectualmente a partir de lo que se conoció como 

realismo periférico, nos indica cómo se fue abandonando el paradigma estado-

céntrico volcado a la industrialización, por otro que tenía como objetivo primario, 

insertar el país en los circuitos de producción global. Para lograr esto, resultaba 

imperativo mejorar la imagen internacional de la Argentina; para lo cual se volvía 

vital lograr la complacencia de los Estados Unidos respecto a nuestra política 

nuclear. Consecuentemente, en este período se aceptaron dos iniciativas que 

Estados Unidos venía promoviendo desde fines de la década de los ’60: la 

ratificación del Tratado para la Prohibición de Armas Nucleares en América Latina 



y el Caribe - más conocido como el Tratado de Tlatelolco - en 1992, y la adhesión 

al Tratado de Sobre la No Proliferación de Armas Nucleares en 1995. A su vez, el 

correlato en la política nuclear del envío de tropas durante la Primera Guerra del 

Golfo en 1991, fue la cancelación de contratos que la empresa INVAP S.E había 

firmado con Irán para el desarrollo de su Plan Nuclear. Estos episodios, 

demuestran la metamorfosis del sistema de creencias nacional-desarrollista que 

había servido de guía al sector nuclear argentino durante las primeras décadas de 

su desarrollo. Lo que antes era considerado como un proceso de desarrollo 

autónomo, ahora se entendía como una respuesta forzada e insuficiente ante un 

escenario de aislamiento internacional. Las modificaciones operadas sobre el 

sector, se hacen visibles en las reflexiones que de uno de los presidentes de la 

CNEA durante los ’90, Eduardo Santos, daba a principios de los 2000. En un 

artículo de la revista Argentina Nuclear (N° 80), en donde se invitaba a distintos 

presidentes de la CNEA a reflexionar sobre la trayectoria del sector a inicios del 

nuevo milenio, el presidente Santos decía que “surgía una diferencia fundamental 

con nuestro accionar en el pasado, cuando efectuábamos nuestra tarea de 

producción de tecnología y bienes en condiciones de bloqueo externo casi total. 

Nadie ignora que este bloqueo en el área nuclear recién se superó cuando, a partir 

de los acuerdos con Brasil y la aceptación del Tratado de No Proliferación Nuclear, 

la Argentina se convirtió en un país internacionalmente confiable en el tema 

nuclear. Esta fue una decisión política del Gobierno Nacional que, entre otros 

beneficios, nos abrió todos los mercados, pero que nos dejaba expuestos a la 

competencia externa, lo que en tecnología representa al menos un desafío difícil” 

(2000: 9-10). Esta concepción del sector dispuso, pues, a que Argentina integrara 

su producción a la del mercado internacional, a través de la exportación de 

tecnología nuclear a países como Perú, Argelia y Egipto, pero a costas del 

desmembramiento y debilitamiento de las capacidades de desarrollo soberano del 

país. Ocurría en el sector nuclear, un proceso análogo al del energético; en el cual 

en vistas de lograr el autoabastecimiento energético a través del aumento de las 

exportaciones y el reequilibrio de las cuentas fiscales, se sacrificaba la industria 

nacional y, eventualmente el consumo interno y el empleo. De cualquier forma, la 



creencia de que la integración a los mercados internacionales repercutiría en un 

aumento global de la eficiencia en la producción y en la distribución, se 

desmoronaría ante la persistencia del desempleo, la pobreza y, en última instancia 

del pauperismo.  

La coyuntura crítica que produjo el agotamiento del modelo de la 

convertibilidad, volvió necesaria la reformulación de las políticas neoliberales. 

Retomando las directrices de industrialización y estatismo, las políticas 

promovidas por el gobierno de Néstor Kirchner vieron su repercusión en el sector, 

cuando en el 2006 se reactivó el Plan Nuclear. Además de ubicar a la 

industrialización y al Estado en el centro de la escena, la política nuclear volvía a 

ser considera objeto de una planificación estratégica y con perspectivas a futuro. 

De esta manera, se establecieron dos líneas estratégicas para la reactivación del 

sector nuclear: la generación masiva de energía nucleoeléctrica y el desarrollo de 

las aplicaciones de la tecnología nuclear a la salud pública y a la industria. En 

cuanto a la primera línea, la terminación de Atucha II, con la consecuente 

generación de miles de puestos de trabajo, el establecimiento de cadenas de 

proveedores de empresas nacionales para la construcción de algunos de sus 

componentes y con el aporte de 745 MW de potencia instalada al Sistema 

Interconectado Nacional, presta evidencia concreta del alcance y los objetivos de 

esta política. Es más, el impulso que recobró el CAREM 25; un proyecto para el 

diseño y la construcción íntegramente nacional de un prototipo de reactor de baja 

potencia que se concibió en la década de los ’80, pero que naufragó de manera 

intermitente, sólo puede explicarse en un contexto en donde la política se planifica 

en aras de la soberanía científico-tecnológica del país. En relación al desarrollo de 

aplicaciones nucleares, la decisión de construir el reactor multipropósito RA-10; en 

vistas de consolidar el proceso de creación de radioisótopos, junto con la fuerte 

inversión realizada en salud pública, a través del Plan Federal de Medicina 

Nuclear, refuerzan el carácter autónomo de la política nuclear, agregándole una 

nueva dimensión que es la de la inclusión social. Particularmente, el caso del Plan 

Federal de Medicina Nuclear, apunta – como lo dice su nombre – a llevar los usos 

clínicos de la tecnología nuclear a las regiones del país más postergadas; 



haciendo de la medicina nuclear un servicio al alcance de mayores segmentos de 

la población. Con este fin, entonces, se ha regresado a instrumentar una política 

nuclear industrializadora y soberana, enmarcándola, en conjunto con otras 

políticas científico-tecnológicas, en un horizonte de sociedad inclusiva e integrada. 

En síntesis, este recorrido por la trayectoria de la política nuclear de nuestro 

país nos enseña una importante lección para tomar nota de, y no repetir en el 

futuro. Esto es, que el grado de desarrollo autónomo depende, en gran medida, 

del rol que tenga el Estado en él y del sistema de creencias que vayan 

configurando un accionar determinado. Justamente, lo que hizo posible que en la 

década de los ’50 se constituyera un campo-científico tecnológico nuclear de 

excelencia y, del mismo modo, que en la década de los ’90 estuviera a punto de 

desaparecer, se explica, principalmente, por la concepción que se tenía del rol del 

Estado en cada uno de esos momentos. Así, mientras fue considerado como parte 

de la solución, el Estado tuvo una fuerte participación en la promoción del 

desarrollo científico-tecnológico nuclear; al contrario, cuando fue catalogado como 

centro de los problemas, fue circunscripto a funciones de control y represión 

social. Luego del derrumbe de la convertibilidad y del modelo neoliberal, el Estado 

ha vuelto a ser concebido como parte integral de los problemas de desarrollo del 

país. Aún quedan muchas cuentas pendientes en materia de desarrollo científico-

tecnológico, sin embargo, lo primordial ya se encuentra establecido: la 

recuperación del rol del Estado como actor central en el proceso. El desafío, en 

vísperas de recambio electoral, es mantener un Estado industrializador e inclusivo 

como planificador y ejecutor de las políticas de ciencia y tecnología.     
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